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vt$To$:

Fertdbnte de resolt€r, rspoaa ante el Plens de la Corte $uprema de Justicia, ls

Oernanda de Inconstitucionalidnd Bresentada por loe licenciadoe FüR|S BARRIOS

GON¿ALEZ, LURIS BARRIOS CHAVES Y AFRANIO ADEMIR CARRERA ATOSTA.

actuando en su propio nornbrE y rapresantacién, para gue Be declare la

inconetitueionalidad ds log arlfoulos '171,172,'173, 174, '17S, f 7S, 1??, 178 y 179 de la

Ley 63 de 28 de agocto ds 200t, que edopte el C&igo Procpsal Penal.

Le mñüilAñ¡II& $E ffdSüHSTtTt¡tt$H&Hn&m

En su libalo de darnarda, consultable a folios 1 a22 delexpdiente, afimlan los

jurisbs Boris Banios González, Luris Banioe Chávsz y Afranio Canara Awsta, que las

dispoeicionee demandadas inftingen el artlcub 4 de ls Oonstitucién Polltica, en cuanto

ae infinge el artlculo 14, numaral S del Facto InGmacional de los Derechos Civiles y

Folftieos de 1966 y el artlculo 8, numeral2, literal h, de la Convención Americsna sobre

Derechos Humanoq en cr¡anto suplantaron el "deracho a recunir delfallo anta un juee
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o tribunal sup*riof por un oRóculpo de Anulación", asignándole un procedimianto

confsrma a unes *causales de anulación", etabbcidas do rnanera taxetiva bajo el viejo

modelo inquieitivo de "tarifa legef.

Plantea, que la Corta Intenamerieana ds Derechos Humanos ha dicho que el

"deresho de rewnir at fal/m" mediante ef acceeo a una sogunda instancia es parte del

"&bida pneinso" y quó el Sst¡ñdo dsbe ra*pebr y garantiear ese derecho en el contexto

de la *re$arva tegaf gur s$ la potertad soberana gue t$ene el Fstado Parte de la

tsnvencién para cumplir con sl proos$o de elaboraclón dp la l*y; pero qué la ley que

derivE dc ese contexto da "rtsserva l*gal" no puede ser contrario al minimo del

"estándaf ectrnblacido sn la nonnativa de lE Convencién.

Sontinúa dieiendo gue laa disrcieionee bgalee dernandadas infringeb los

artfculss 1, 2 y el literel h, numeral ? del ertlculo I ds la Gonvención Americana sobre

Dsrechou Humanos y el affrulo 4 de ls Conatituciün PolÍtice. Al desarroflar eEta

infs&ión y luego de citar ln jurieprulencin vertlda pcr la Corte Interamericana de

Dcrachos Humanos en lse r€soo CASTILLO PETROUZI vs. PERLf; HHRRFRA ULLOA

vs. COSTA RltA BARRET0 tñlVA w" VÉNEZUEIA. precisa que, el literal h, numaral

2 del aülc¡llo I de la Convenciün m rcfpre al .d*recho dp rscuffir delfallp ante juee o

tribunal superiof y no I estoblowr caueab* üaxativas para recunir en contra del fallo,

pues para aEo existe el rwunEo tlffiaordinario de casacién.

Plantss el lelrado que aún fienta a la liherelldad que eslsbloce la Canvencién y

la interpretación conformo s ls esütblecido por la Sorte lnteramaricena de los D€rechos

Humanos y que eetabbe la raearva de by psra que bs Estados Partes puedan

cumplir wn la tnrea csnstitucional do olsboracién de la lay, lo cierto es que la ley

efnborsda conüonne a la liberalidad e h reserva dE ley no puede vulnerar los

estándarea mlnimos de protacsién de lo* Derechse Humanos establecidos en la

Csnr¡Enci$n, de allf que euando el literal h del nurnennl 2 del artfculo I se ref¡ere al



.dnlacfio dd racuffir &lfallo ante jwz a tribunalsupenot' debe entenderse, en sentido

ampfio, el derecho de la doble instancia y no cabe, so prebxto de la "ressrya e hf
eetablecer "causalos de anulacién" del fnllo; pueeto que ello implica una restricción al

derecho de la doble instancia gua la Convencién ns alcanza a legitimar ni siquiera bajo

el pretexto de "caunales de anulación" como lo quieo haer ef codificadar y tuego la

Aeámblea Nacisnal de Diputados que incumplió sus funciones y no cuestionó nl texto

de la inicistiva legislativa"

ürililffiM ffiHt pffiffit[¡ffiÁnüneffiffiffiHmAr r]H Le ffi&rr#ru

Admitida la prenente acción de incsnstitueionalidsd, á travée de resolución

feshsda vainte {20} de junio de dos rnil dieciséis {2018} ff.?8}, la $eñora Procurgdora

Genarnl dE ls Nación, alcon$lseb tmelsdo de la demanda, solicits a esüa Gorporación

de Justicia medisnk Msta N"18 ds I da julio de 2018 (fs"29-50), que no se dsülaren

ineonetitueionales lss normas demandadss.

$oEtftons la colaborndora de la inslancid qua al Cédigo Promssl Penal sitúa la

recunibilidad de lae resoluriorms judicial, msdiante reglae generalea que imponen la

nameided dE controtrertir un fallo rnediantE loc rnsdios ostnblócidos sn la fey, a los que

tendr*n la potestad de interponer las partes del prcceeo conlo mandatn genérico, con

las excepcion*s pnnitidos por los demáa afec*ados qué se acreditp 6n el

procedlmienüo y que, rarpecb E la natilrsb¿s de los racursoa impueotos en la ley, ue

advierte la creacbn de distintos medios qua ponntten la impugnaeión de las decisione*

judicialeo: *palaciún, enulaciún y caqacién, que *on intepuestas ante divercas

situac¡ones gua se preaenten en al procroo.

Subraya que la Osrta Inbramericana de Doruchoa Humanoe, ha destacado de

forms puntual sobre la bEsé de las norma* convsncionalos invocadas de tranegredidas

por loe censores conEtitucionafee, gue eldEracho mnsagrads an ol artlculo la.S y 8"2.
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h del Pacto de Derechos tiviks y Políticos, así 6omo el Paüto de San Joeé, deben ser

intepretados teniendo en cuantt su obptivo y fin, que ee la proteccién de loE derechos

humanss, por ende, el recurso debe ser ordinario, acresibh y efisaz, que permita un

sxanrcn o ravislón integral del &llo recunido y esté al alcance de toda persona

cEndenada y reepete las garantlaa.

Apunta la Prosuradsra General de la Ngción que la anulacién cumple con el

presupue*to de *ar un rsourso ordinario, !n gus *erá intalpr¡ssto contrE las spnlencias

de los tribunake de juicio, las dic*adas por lm Juecee de Garantlas y los Jr¡eces

Municipales, sorno In gstablsüe el arilculo 172 del Cédigo Proceeal Penal y qua,

eum#* f, e$to, ei bien se enmntraba desansltadc an csusales previamente

e*tabhcidas En la hy, corno so ro&ia an ls nonna, lae miema* tsndrán lugar a anular

la eentencia o el juicio, euando m preeenten enürss en el procÉso o en el

Brooedimiento"

Obc€rva la funcionaria que ol rccureo de anulaciún ss un medin de impugnación

flexible, que surte efeüo a tmv6E da la rnalizacién de un ac*o oral, anta el Tribunal de

@laciones o ls Cor& $uprema de Juctkie - an cass de concunencia de causales -,

por lo quÉ, consiente que medianta al principio de sralidad, eonmntración y

wntradioción, séan escucñada* la* *rgumantrcianes dp las partat involucradas.

Afinna que lac ffiufislos ds Er¡ulación, peee a ssr di*puestae en bass al principio

de taxatividad, ponniten la revicién integral de la sentencia, que incluye tanio el

dsrecho como fa rovixión dsl rnérito fácfico ds la decisión, que prssuporie el análisis de

ba hachos probudoa, asi corno el examen de equelloe que fueron dados por ciertos,

sbnds ést* el control de valoracién do la prueba, lo quo justifica la eficacia del recureo

en cumplinnlento de lae normee mnvencionale* que regulan garantfa* iudiciales, lo que

sG ralasion€ con el pronunciamiento ds le torte Interarnerimns de Derechos Hurnanos

én el taeo MÉNDOZA y OTROS w" Argentina., pronulnciamiento del ct¡al sa
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desprende que las causahs expreradas pará la interpoaiciórt del rucurto de anulación

no desatisnden la oportunidad de la parte agraviada do recunir ante un tribunal

superior del gue profirié la r€solucién imprynada, para que revise integralmente el

contenido de la misma.

Suhraya qus sn el articulo 179, súrs la decieién dal recurso de anuleción,

dispu$o que si se acoge el misvno, exicte la posibilidad de anulEr *ljuicio y ordenar la

realisacién de uno nuevo o en al cEso de exi$ir un debate meramente de derecho se

dic"tsrá una santEncia de raemplazo" Agrcga que la nonnativa claramente refiere que

cuando sE ordena la ehbración de un nusvo juioio an contra del imputado que haya

sido absuelto, dicha *entaneia no ss eunwptible ds rffurso Elguno, por lo tants, cabe

la posihilidad de recunir c{.randa la eentencia del nuevc juicio sos üondenatoria, lo que

promusrre al deracho a ravieiún integraldelfnflo, a travÉe del alffinca de toda persona

mndenada, lo que atiende a fan garantfae iudiciales mnsagradss en la Convencién

Amer*cena ds Derechoe Humanog.

$igue dir:iends, que sibbn elartlculo 'f 79, entra las paaibilidades que conmde la

decig¡ón eobre el recurao de anulaclén, e*tlabM la raalización de nuevo juicio, esia

dispueición Ro as abslub, puwto gue h b'gislación adletiva panameña no implica toda

situación, ni sentido, la Enulación dsl juicio, lo que propende a le obsérvacién de las

garantfas judiciales mlnimae dal eetetuto humanitsrio, cumpliendo asl con los

parárnetron sstablEc$dos por el srtlür¡lo 4 de la tnnsütucién Pslft¡ca.

Afinna la Procuradora GEneral da la Nsciér¡ que, del axamen pormenorizado de

la jurkprudencia racbnte del tribunal rupranecional, revela en un caeo similar al

panarneflo que las nonn€s e*tsblecidss en el Sódigo PruceEal Penal, obedecen el

rnandats convencional slgnado, pueato que la inexigtencia de un recurco de apelacién

amplio, comCI el impuests en el sistsmE mixts, no ss óbi& para sustentar la violacién
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del dabido proffiso, de las garantlas judicialee reconocidas a nivel internacional y no se

requiere la edecuaciún dElderedto intems.

Plantea además que bü argumento* qua austenbn la violación constitucionaldel

artículo 32, con lce preeupueetos nornativos que regulan la anulacién adversarial

mmBbrnenkn el sentido del debido prooa$o que as&bbm la dieposición de la Carta

Fundamental. Dssteca que el astabl€cimients de una serie de medios de impugnasión

contra Nas resolucisn&s iudiciabs que determinen agravio a las partes, proyecta el

ejercicio de la doble insüancia, que forma perte eeendsl de un prsmso confonne a las

garantÍas judiciale*.

$ostiéne la mlaboradora de la instnncia qr¡& el acceso a la justicia ue poteneia a

travér de la ragulación del rewrso ds anulación y que el miemo no transgrede el

sentido qus am€rge del eilflparu csnstituciwtsl del artlculo 32. Aunado a tsto, señala

que la anulación adverearial gE un rscuneo qus a fav*e de causabs pennite la rsvisión

integral de la santencia recurr*da, sin maycrc* formaliemüe, lo gue conlleva a la

preaonkeiün pnr medio de la pruposición or*l y rnediant* elaxamnn püblico en acto de

audlwcia de la *uetontnslén de la impugnación, eegrln lo manda el srticulo 175 del

Código ProcesalPenal.

frn e*a rnisma lfnoa de psnaamients, plant*a gue la audianeia de argumentacién

qus $e colebra para ecüa naü¡rao dekrá realizsrs€ enfe hs partes y permite la

aclaración del planteamiento del recurao, 6n atenüión a lo normado en el artlculo 178

de ls Ley N'S3 de 2008, Ein la nscesldad da entmr Bn una staps de admisib¡l¡dad

prapia de recursos técnicon y extreordinarios, conforna a las distintos sistemas de

adminiatraciÉn de iucthi*.

Afirrna la Jefa del Ministerio Públim que el planteambnto recursivo gue propsne

lE anulaeión, parle del preeupueelo esencial da otden constitucional gue posibilita el



affieso a la justicia por tribunalas competenbs, conforme al trámib legal previamente

estabbcido y en la etepa del proceaa quo aun no haya culminado para evitar el non bis

in ídem.

$obre la omisión legiolativa Eue argurntsntsn los demandantes, sost¡ene que esta

se relaciorie sn el deber de cumplir con al mandato convencional de derecho

irrtemacisnal para la recunibilidad de las eentenciaa; no obcbnte, aldesanollar nuestro

pafs la reforma promsalponalha squido los principioo wnetltucionales integrantes del

dabida prore$o y derecho a la defensa, qus se anürcntran incorpsradoe en la

estruc'tura recursiva del sistema de anjuhiamiento criminal"

En eea linee de pencami*nto, la fi,¡ncionaris señala que no cabe la ornisión por

parte del bgi*lador de eu deber de crear nonnativas que respdten loe derechoe

mnsagrado$ an la tonstitución Pslltbs y en loe distintoe insfumantos legales de ordsn

intemacional.

tüil{üilüHffiAffüfsffiff t}Ht pLHt{tr

turnplidaa Nae fs*nr proesale* que el Cód$o Judicial rseerva a la Acción de

Inconetitueionalided" sa encuontra asta Ssla Pbna, en aten$ión a la atribución que le

otorga al numerat 1 del artfculo 2& da la Gonstl'tución FolÍtice de la República y sn su

condiaién de guerdián de la intogridad da sste cuerps de normao, en posiciÓn de emitir

un pr?nunciamianto de fsndo.

l-oe eargor de infraccién constitucisnel qus s's le hace a la regulacién que el

tédlgo Procesal PEr¡el rffervs sl nocufso de an$lacién {artlculos 171 a 17$), corno ha

quedado sxpueoto" eo apuntelan en loe artfculoe 4 y 32 de la Norma Fundamental, por

sar la convicción del promotor del reoursü, qué el legielador ha desstendido normas de

dere*ho intemEcior¡al- mneagradae en el Pacts Intemacionalde los Derechoa Civilas



y Polltime (14, num.S) y en la ConvEncién AmEricana $obre De¡echos Humanos {art.8,

nr,¡m,2 lit.h) * que debe acatar la República de Panamá, eeto es, aquella qus recsnoce

el derecho a recn¡nir del fallo sntc un juea o tr{bunsl superior, que integra además, la

garantla constitucional del debido proceso.

SustentE el activsdor constitucional su pareotsr aeñalando gue el recurso de

anulacién no satisfane eete derecho, en cuanto su ejercicio 8s enouentra limi*ndo a

"csusrls$ de anulaeión" taxativao, propias dal sietema inquisitivo de tarifa kgel, lo que

no ens.¡entra justifimcién en la liberalidad de la urpsetvñ d6 b,/ gue se le reconoce al

frstadn-

El dsmandante st¡rme que la jurieprudencia dE la Corte fnteramericana de

Oerechoa Humsnoe ha e;slabbeido gué el derpeho en conrentario no se ngota con fa

rnera exietencia de un érgano de grada suprbr al que juzgé o condenó al inculpado,

ante alque éste tanga o pueda lener accsso.

Por su perte, la PrEcumdora Grnóral de la NaEi6n considera que las norma$

demandadaa no son inconstitusbnabr y qu6, anbs bion, ls rssulación gue estas hacen

dsl racuruo da anulaclén reapota los sstánderes sstabbcidoe por la Convención

Intoramericana sobre Darcchss Humanw y qus de sllo ds fe la jurisprudencia de la

Coüe lntsmmoricana do Oerecftos Humanos. Dwtaca la colaboradora de la instancia

la flexibilidad que distingua al recureo en ülastión y soetien* qu6, pese a que las

caurabs de anulación Eon dispu€stas mn base al principb de taxatividad, permite la

revisión integralde la sentencia.

Tras eaüa breve reseña de la* pssisisres de lao partes, inicia esüa Alta

torpomciór¡ de Juaticla el análisis de S cargos de incon*titucionalldad, comulgando

csn el crtterio expuesto por el actor en el sent$do qua la República de Panamá, en

virtud de lo nornado en al artfculo 4 de su Conetitución Polltica sstá obligada a acatar



los nomas de Oerccho Intemacional y, sn ess contaxto, loa compromisos asumidoe a

propósito de la retificación del Peds Intemacional de DErschos Civiles y Pollticos (Ley

14 de 28 de octubre de 1978) y la Gonvención Americana sobre Derechos Ht¡manos

{Ley 15 de 1977}, los suales de $orma sxpn$ta, entre les garantias judiciales que

consagrano remnoosn ef dereoho a recunir dal fallo ante juet o tribunal superior, mismo

que s,s ense como unü ds lor compon€ntsü de le gamntla del debido prorsso

eontonida en alartfcufo 32 dc la Nomla Fundsmental.

tlar*amente, la jurisprtdencia de la Cnrte Intsramaricana de Derschos Humanos

{taso Castillo Petrt¡ari y otroo w. Parú} he dejado santado que la m&rü exietencia dE

un érgano *uparior al qus juzga y conden* al inculpado no satiofam sl derecho en

comen*ario. Ahara bisn, eeta reflaxión - qus rceponde s circllnetsncias muy distintas a

lao que ocupan la sbnción da este Tribunal €onetitucional, habida cuenta gue en el

caan bajo análiais no fs cueotbnan las carscterfEtices juriadiecionales del Ad Ssem *

es válida en cuan&o da esüs pramdanb s6 sxtrae quE al mdio de impugnaclén

rsconscida por lay no debe consistir ÉR una mors $ormalidad, sntes bien, debe pennitir

efectivsmente Na revieión de la eenbnsia prnñn*ta por eNtribunElda primer grado, a los

efecto$ do avitar que adquians firmszs una deciei6n edopüada con rlicios o errorsu.

$obre este particular, la torte lnbramertcana da Oerscttw Humanos * en el csso

Harrera Ullsa w. Gosb Ris - prwisú lo sigubnte:

"La Gorb consxlera qua ef drmeño da roa¡mi dpl fatlo 6$ ¿rns
galarntla primardial gu6 $a dsüe ruspafar an almarco del dsbtdo
pmceso lryial, 6n aras & prmitir qur uns spnférsrb sdversa
pueda ssr rurrr$sds Wr an iwz a tribunal distfnfu y de supenor
jarargufa argánica. ÉJ derecño da fnferponer un rsü{,rtso ¿snfm s,
fulls debe $pr gsmr?fi?ado anfss & q¿$ la sonfsncra a$uiriara
calfdad de mea juzgada. $e &uscs ¡rolsoaf ol do{pcf,o da
detlafrEe sfsrxrEdo dufiar?b eIryWqg tjü,m|$rfjlidsd dF infanlonar
un mcurm pann awúer rus gt-s# tfrmq, une, &isrón que trus

##f?f$
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No ai€ndo el conscimiento del rccurso de anulaci$n por parte de un tribunal

distinto, de superior jerarqula, tÉma de debaG, se apresta eEte Tribunal a detEnninar si

al rnsdio de impugnaclén cuya inconetitr¡cionelkJd se demanda falk a esa cometido de

"avitar gtra quede frtme üna declsilún gue fuo a&pfada mn r¡biss y qus csntiene

arÍ)res quo acasbnarán un parjuicia in&ñnlo a fps rnfera*ss & una parsma' que

debe neceeariamenüa distinguirNe y qus, a deoir del postufante de la demanda, no sÉ

cumpb al supéditar el Estatuto Procesal PEnal su prncdenoia a causales taxativas,

que, sogün afirma, impidon una rsvisión intagraldeltallo de prirner nivel y son propias

del recurso extraordinario da caeación.

En e#Bcto, el artlculo 1?2 delSódigo Prowssl Panamefls réconoss el recurss de

anulsüién contrn lss séntenciae de loe Tribuna|ee de Juicio y las dictadas por los

Jueces de Garantla* y Juemc Munlcipabs, sn cf,sos daterminados, a saber:

'Art" 172.".
?. Currdo /a sénlsncfe w ñaya díctado twt wnisiún da uno o más # los
requisifos previsfas en ,o,s nwr¡sralas & 3, 4, 5 y 7 dsf sríc{rls 4?7 de esfo
Cédigo.
2. Cupndo fa .ssnfencis fieya *ido prunontnnda Wr un tribunal incornpefenfe o
na intqrñaprfasfiace* das$nadoe por la [ay.
3. Cuando, an sl pronarwiamianfo dc ls sonfeffrs, ss ft¿¡ülrra hecha una
errdmas aptrcsctún det üeresüo gue ñrú&m infüdo sr¡stancialrnffife en la
dr.tposi#vo dal talls"
¿{. Far srru¡^ da ftd?o er crpnfo a la oxisfst}#a da la prueóa, qüs ñuüiera
influido *n lo díspasitVa &[ tatb.
5" Forarror dp CIerucño an lo opnrcracdn do la prueba, que ñubbna infruida
on lo diryosifivo dal falls"

¡ddvierte el Pleno qu* ss la convlmión del dernandafite gue la auténtica

setisfar¿ión de la gartntfá prwaal de la doble inetsncia visne dada por el

reconocimbnts de un medio ordinario da lmpugnsc¡ón carente de causales gue

condlcisnsn su prowdsncia que posibilit* una reuisión integmlde le deciei*ñ proferida,

a efgctog, de revscarla, refonnarln o confirmarNa, mno es el caso del recurso de

apelación gue wntempla también alt#igo Frowesl, pero circunscrito a detpnninadas

rpooL¡ciones y, Bn ls atinente a ssrtenciao, únicamenle aquellas dlcfades ",..en juicioc

en al gue hubbrc un prcnunciamionfo de culpabílidad pr el Jurúo, únicamenfs en lo

*ru"']
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atinanta a Ia p*na aplicada" (art, 'NS9, num.X) y por loe Jueces Municipales {art.l$9,

num"9)"

La légica empleada por el demandante se aaocia con la wnvicción que el

deredro al rscurno ante un tribunal dieünts, de superior jarargula, irnpllca el

rsconocimiento delderacfro al recurno de arelreiün mntra la asntencia que pone fin al

promso, interyretación gue no ffirnparte el Plgno, en cuanlo no ancuentra sustento an

las garantfas procesalEs invacadas, ni este mdio de lmpugnacién en eopecífico

conetituye un comporiante obligatodo a la luz de la garantla deldebids proceso como lo

es, y asi to ha deiado rentado ds manera so$tsnida la iurisprudencia del Pleno, el

deradlo E reüJrrir.

La diferenciación qm ham ol Cüdigo Procasal Penal en cuanto a los rÉcursos

gue arte rsconoffi eonlna la *sntencia, rcrponde dirss'tamenüe a la composición

colegiada def tribunal qu* la smite - no se trata ya de una dociEién adoptada por un

snlo opsrador de justicia * y a loc principior nrientadore* dal sistems procesal de corte

acuegtürio" En eee snildo, daetaca asta Sels Flsna el haaho que las sentenc¡ss dEl

Tribunel de Juicis Oral eon adoptada* En eatri¿ta obsorvanr,¡s de los principioe de

inmdlaci,én y aratidad, principios Estor qué se verlan ssriamenla cornpromotidos de

conmbirss contra ellas un racuruo da apelación" tsaeta d*cir quo el Tribunal Ad Quem,

de suyn, ss vorls privado de aoumir un mnocimbnts inmediato, dirsc*o de fa prueba o,

dicho da otro modo, la labor deltribunal de *agundo grado no s diotinguirfa de aguella

que le nsmnativs penal inqui*fiivr b resewaba y que era aiena s los principios en

corne*tario, For Eer aacriklral y mediata.

ül eetablecimiento de un nu&vo siotema de proredimianto penal nsceeariaments

incide en la rryulación gue la ley hace de lse medioe da impugltaeiÓn, s¡sndo que su

procedencia y tramitación deben 6sr mincidsntes con cus propÓsitos y, por

consiguiente, con los principios que la orbntan - a elk¡ obede€ la restriccién que en
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cuanto a $u procedencia aEtsbleae ol tstatuto Procesal Pensl respecto a eiertos

r6GUrsos *, lo qua no debe traducirse 6n un deoconocimiento de las garantias

pruceaales reconocidas convencionaf y wn$itucionslmente.

Es ls fimne canvicción de la Corte gue la rogulaciún quo hem eteódigo Procesal

Penal del mcurso de anulaei&l no rspr*mnta una infracnién al derecho de recunir. en

euanto se mantisne su propótito, no sóls qu6 su revisién rncaiga sn un tribunat distinto

al que emitié el fallo, sino tambión irnp.dir la suhEiat*ncia da una decisión que fue

adoptada esn vicios y que contisne enürÉs gue ocasionrn un periuicio indebido a los

intereee* de una p6r$oRa, efedo e*te que surta af recur*o d* anulación, lo que se

evidaneia I partir de Ine prapias csuraNas que detonninan su prowdencia y de cu

propóelto * claramente mtabbc¡do en el artleulo 171 *, la ant¡laciün del juicio o la

santencia sugndo en el prswso s gn el pronunciamisnto de la sanlencia ooRcune

alguna da lee csusebs aehblacidaa por ley.

La atenta revisión del conlenldo de cada una ds las causalas que, de

mnformidad alCódigo Frmeal Panameño, eirysn dE Euetento al recur*o dE anulación,

prmiten sin mayor eefuemn concluir que eete permito unn revisión integral del

prcnunciamiento recunido y qus, por ello, respeta bs Estándare* fiiados por la

iurisprudencia de la torts Intpramsrietnt, al deeanollar el derecho de impugnación

consagrndo en la Convenclén Amerkana cobrs Ferechos Humanoe. Para efectos

iluatrativon, se permite etb $upremE Colte ci&ar, 6n lo psrtinente, el fslls Mendozs vs.

Argentina que elabora sobre alelcsnca delderecho de rccunir.

"?41...54 f¡af¿ # ura garunffa del individuo *anfs al Ésfado y no
so/ar¡asnfa una gula gua wionfe ef diserlo dp los srbfemas de
imprrynacdr sn lo$ ardens¡nipnfosjurfdims da los trsfados Psrfss ds
Ia funvención.

2¿(2. H Tribunal ñs sñ€rsds qw sl darpcfio da rceunir del falfs es
una gananfla primañial E{r6 ss deD* ruqprfaren sf rnoruo dof dsürds
pru@sCI lqal, on aras de prmitir q¿6 una wnfencia adv¿¡ea puada
spr rcvisada W un juaz a Ulhunal dis#nfo y da $rprrpr jenilq{rla
orgÉnrca. La doOfe wnfannidad iudícial, oxprcseda medianfe el
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acoesCI ¡¡ {rn fsüurso gu€ ofo4st s fa posríSíl¡dad dp una mvíslón
fnfegra dal falta cnndonaüptün, canfrrma sf furtd¿ntsnloyolwgo msyúr
eradibílidad al ac{o junsdiocfonal dd Edsdo, y al misfiro tiampa
brinda mary seg{rruCad y fufala s los derctños dpl condenado'
Asimrsñ?o, la Ma ha indícedio que, lo impañante es gus el rocurso
garantlbe fa posrbildad de ¿rr axaür¡tn tnfagrat dp fa docrsrón
rsüarrida.

243. gl dereclro da impugnar d talio üusca pufeger ef dorecño ds
dafsnss, en Is rredrda sn $Js dorpa la pos-íüJldad M interpanar un
rw{rnsCI pwa evlter que gude firns uno dsoistüt¡ adqplada an iln
pracedimienfo vmrndp y g{rs oryiliena orÍoras gue oeastonarán an
pa$uicio indabida a fos inferases da üna psrlons.

244. La tsrfs ña sosfanida qua af artÍculo S.?.1¡ ds fa Convencrón se
ralisre a ün ntcurss wdínaría aeesi$te y aficaz. #llo sttpone gue
dsüs ssr gamrffra# srifss de gue la sanfencia sdqürrem la aalidad
de coea iuzgada. üa efba¡ra del ¡ecsrso implioa grc &Óe prcñurar
rssuffsdos o mry¡rs$s$ al fn para ol cüe, ñ¡a mloeb&$o. ,{simrsmo,
stnsü#lso debe sarams¿íüfe, esfo es, g{rs no debe reguenirfl?ayorés
wmploJidadas qur lornan dusctru osfo dpmrfio. Fn em sonfido, le
Carte esúime gue las fsnnalidúes tery,ueridas W{8 gus et rsürrso
ssp admiüxlp dsb6r, wrnrlr0ras y no daüen omslduúr un dslác¿¡lo
psra gus el rcHrrso wmpla oon srJ lÍn de examinar y rescÚver los
ogmv*rs suSsnfsdos por d rccunanfg.

21 5. Seü's anfandolug gue, indaryndi*nfemenfa dal r6srimsn o
sl.sfe¡ns rccur*o gus adopfen to$ €sfadü$ Rarfe y da la
dan&ninaai$n qus dgfi ¿t rnedb da impugnsdóil 6|9 la senfancís
condanaforia, pstu gua éefe ssa srfua¿ deüo 6grsfffuir un madís
adeei¡ado psña pro6¡rnnr la mrwrión de ana oondona Enúnea. t{lo
re{spre qtre pued¡a snali¡sr las cuaeúistes féc{lcee pruüafwfas y
iurÍdicax sn q{rs sa basa la sonfencüs írnpugnÑa, pmsfo quo an la
a¡,ttvffiad jr¡n#mrcmnat ax¡sfs un& rnfardepsrdencia erfm fss
dpferminacisr¡o* fáctlmsy la plhacdn dalderccfiCI, 0b fomrs tal que
ufia strónaa dsferarirac,úl de fog ñoCltss ímplíca una otruda o
indebída aplieacián dat derscáo" Cor¡sacffeñfsmémfe, Iae csusalss de
pumdencro dpl ruei¡rxo daüen posriüiltrar un üonftuú am$io de los
a@os fnrprgnados ds Ja snfsncia mñde¡lafotts.

346" AdemÉs, et frfüunel corsdem cltt*, 8n fa regulacrén gue foc
Eefados dsssffidlgn en s{/$ re.qpwü¡vog rcg¡fmerme nEm¡rslvos, dsüeo
a$6g[rmrgoa ddro fisc{rnro mnfra fs wnfericia wtde$aforrín rcryole
fac gannnffas rcssbs rnlnimas gue, haio $ artlcia/re I de la
tonr¡encún, resrrtfen nrleyanfes y neoasarfac para mmfvsr los egra

Sanfeedos por d rwunsnfe, ls eud na it¡plica que.daüa realiesrse
un nuavoiaíeio".

$e extrae def pronunclemiento deltribunalrqiunalde derechoe humanos que el

dsrecho a reüJrrir s€ satisff,ffi mil un recurgo ordinario, acesible, efitaa- cin gue

resultp rsl6vantó la dsnominacién gus lB offasca la" legislaciÓn y cin gue el

Establgeimiento de causalss de proeedencia s6 srija, de euyo, como una denegaciÓn de

esta garanga, en tanto no mnstituya uffi rsstficolún al mntrol amplio de lss aspectos
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impugnados* a la revisirtn integral de la sentencia, esio ee, aquella que permite el

análisis da la sentencia desde las ópticas fác{isas, probatorirs y jurfdicas,

A propéeito de la new*idsd de que el ree¿¡reo pennlta la revisión integral de la

santencia, la Corta Interarpricana de Dere$roa Humanos en el mso Norin tatrirnan y

otros vs. Chile - valiéndose de csne¡deracionaE hechsa previaments an los casos

Mghamed vs. Argentina y Baneto Leiva vs. Vsne¿uela *, sxpuso que"...en la actividad

iurisdiwianal exisfe una inferdrpendnneio enfru las defem?inscionss fKcfices y ta

apticaciún del furechs, da lbrma fnl qup üna en$nBa dafe¡"¡ninscdn dp Jos hechos

imBtiaa una sn:ade o indebida Wlhsciórr, del deraofto" tonswsenfemenfa, les csuseÍes

da prffBericrf, del mr$rso d60sn posiblJ#ar ¿¡n confful amplio de los aspeclos

impugnados da la sfnfencis mñdansbna. So faf nrodo se podrá obtsnsr la doble

confonniüad iudiüal, p¿tss la rew$,óri lntegrc dst fEüo condanafodo permde confirmar el

fundamanto y otarya meyor s¡sdi$flrdsd sl acb iurÍsdicsiwa/, ds, ñ$fsdo, al pnso gue

hnnds rnayor saguridd y tutala a los dar?ofro$ dal oondpn&do""

La sentencis del caso Nsrfn ta*irnnn y otros w. Chib, proferida al 39 de mayo

de 20tr4, resulta sdemáa partinenle al análisis que CIeupa a esta Magistraturü, sn

cuents reflexisna si el reeurw de nulidad cl¡ileno - similar al recurco de anulaciún

uonsagrado ñn nuesfo Cédigo Procesal Psnal, en cuants sn sse Derccho se le

concibe como ol único medis da impugnaeién cantra unc senbncis dic{ada por un

tribunal de juicio oral y eu pncedencia s6 Bncusntra supeditada a la satiEfacción de

causake y motivos * tompromete el de¡echo a rEcunir el fEllo mntenido en el artlculo

8.?.h. de la Convención Americane sobre Darechm Hurnanse.

$ostuvo el Tribunal Regional, a prop&$ito del establecimiento de caueahs de

procedencia del rscurso, que estas "doóan posibiíIffar q¿r6 sa irnpugnen csssfioRes con

incidsnúia an al especfo fdcfi¿p det falla condanafpns ys qile el mcr¡Í$o dsüe pnnitir

an cant¡vl amplia de trss arycüos impugna&*, *l gue rs$rbrs que $e puada analizar
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cus$fionas f$cficas, prubaforrias y jurfdicae en las gue esfá fundada la sanfsncia

mn&ngfona".

Es válido pues roncluir, a partir de los pronunciamientoe ci&adoa, que la amplitud

dal recurso no rcside en la inexietencia de caueales de procedancia, anles bien, en que

eetse pnnitan un análisis intqral del ftllo, lo que mnviErte el rnedio de impugnación

en eficaz, al eviüar los efeetos de una condena anónea.

Obaervs el Plano qus, e travác dsl recun$o da anulación, tre avita el perjuicio que

puede eignlficar una santencia que no porrnita a las parter tener plena mrteza de los

hechoe y eircunshneias gue ofrecen soporla a la acueación o de aguellos gue, al

parsffir del tribuncl, fuersn aoreditadsa, de laa ra¡Eonse dE deresho que posibilitaron la

üalificación jurfdicr de loE hecfioe y circunatancias Ecradiündas y ds kn térr¡inos de la

caneión {num.l}, todn lo cuaN nsqurs el derffiho de dafenea y el dorecho a la

rnEtivacién qua les Eeiste a las parte*"

lgu*lrnanüe, nnEdianüe el recuruo & anulación, 8s gamntiea el derocho al juez

natural- rompsnents Esoncial de la garantia constitucioneldoldabido proffi$o *, Gomo

quiera ql¡e r€ reronCIw como mueal, elpronunciamiento dp la Eenteneia por un tribunal

incompetente s no integr,ado por los jueces de*ignadoe por lá ley (nurn.?).

Por olra parte, el rcü¡reo pooibilite la anulación de la wntencia cuando en ella el

trihunal hubbsa incunido en una errénea aplicacién del CIsresho, euando esta haya

inffuido sustansialmente en lo dispoaitivo del fallo {num.3} - extremo este que revela

que al r¡edio de impugnación da lugar a la dissusión de cueetiones juridicas *, o bien,

sn un error de hecho en cusnts a la exietencia {num.4} o on cuanto a la aprecisción de

la prueba {num.5}, siempre que hubiaee influidc en suEtianciaNrnente en lo dispositivo

del fallo. Éstos rl[imos eupuestoe, naturalmenta, ofmmn a las partes amplias
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pos¡b¡lidades para la discusión, no solo de cn¡estionos probatorias, sino tambión

fácticas.

El Tratadista PenalJosé Oafieraüa Nsres, al slaborsr aobre el objeto conereto de

la pruaba, señala qm e$ta *...versará eobre la axislencia del hecho delictuoso,

clrcunstaneias agravantas, ahnuante$, que iustifiquen o inffuyan en la punibilidad,

individueli¡aclén de autorss, córnplims, instigador€$, erüeneión deldaño causado, é1c."

En e*e misrro sÉntido, resonffi el üóditr¡o Proreeal Psnsl, Bn su disposicién 37S, que

loe hechos puniblee y sus circunatanciaa pwdén sér acreditrdss msdiante "cualguior

rnedio da pruaba Wtmitidü, saÁru las lirn facronos qüra la lry osfa$lozca'. Por

conaiguiente, e* válido afirmar qus a travÉ* da les causabs probatorias de anulación,

os fa6{ible sl análisis de los hechor d*l procaeo qu6, como bien snoüa la doctrina, no

solo se relaciCInan con el hec$o illeita 6fi sf, $no tambián con las circunEtancias que lo

rodean"

$lando la convicción de esün AIH torporación de "lusticis qus sl recuma de

anulación, p€rmite la revisión inüegral de la docisión jurirdiccional, cabe decir gue las

norma$ que rigan st¡ t¡amitnción - y gus Eon üamblén objeto da demands - se muestran

respctuosas a lae norma$ convencionálss y conslitucionabs invocadas por ef actor * al

cumplir a plenitlrd con lae camderlsücás rlue, a critario del sistema interamericano de

dereehoe humsnos, debc reunir un rncurso a fin de entendsr gus garsntiaar el darecho

de impugnar.

Y es gue del andarnieie nornativo del medio de impugnación resulta que

estam$* ante un reüurso ordinario - entiénda$&, qrffi eo garantiza antEs de que la

eenteneia adquiera la calldad de cosa juzgada -, ye que, de conbnnidad al artfculo 175

drf Código Proresal Penal, este deb6l* interponénae "al momsnfo da escuchsr la

declbión dat Tribunal respecfnff o danfrp d6 bs dos dnes slgruien&s', lo que irnBide que
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ls eent€ncia adophda por el Tribunal prduuca un periuicio irdebido a los intereses de

fa parte.

$e constata ademáe que el recurso de anulación es accesible, pue$ su

interyosición, honra los principios rcctores del nuevo sielema de procedimiento, se da

en sralidad y, si bien este debe ser gustsntado por escrito, hl requerimiento no puede

entenderse coms una formalidEd qw obetacx.rliza el dersüho de impugnar, antes bien,

pennite que el Tribunaf ds Alzeda adquiern plena certeza *n cuants a lae csusafer que

ofreen *opoñe al racurso, gu fundamento y la golución que ee pretends con É1, de alli

qu6 pernitn el adecr¡ado Éxamen y ealucién dal medio de impugnacién, asl como el

efsctivo eiarcicio del derschü do opooiclén que le conffiponde a la contraparte

{ert.17S}.

lguales propéeitos curnple la reslkaeién de una audbncia de argumentaeión *

en la qus s6 garantizn la bilateralldad, oralidd e inmediaeiún * {art.177} re¡ervada al

debate eobre el fundamento dsl rscur$o, en la gus sñ podrá rsquerir al recunente

precisEr o aclarar las suestiorw planteadas Gn al recLrrso {añ.178), lo que asegura la

ef¡aacia dsl racurso, situación qu6 no ee da son ef rsüJrxo de apelaciÓn.

A prnpésito de fa eficacia del nmdio r&cursivü, ss obssrua qu6 $u regulación

p€rmib qus $r obtengan rseultados o respwstat alfin para al cual fue concebido que,

corno ha queddo expuesto, no ss otro quo anular eljuicio o ls ssntencia cuando en el

proceso o en el pronuneiamiento de la sentenc¡a tonturan algunas de las cauEales

deeffiftas en el ertlculo 172 del Código Prowsal FEnal. Loe efecto$ que reeerva este

mmperdio noraativs al acogimbnto dal medio de impugnaclún En comentario, mismos

qus se da*arrollan En su artlculo 179, Rumernl 3 - a $aber, realización de un nuevCI

iuicio o, en el caeo de acsgerge de comprobarue en la sÉntencia una enÓnea aplicacién

del Oerocho que haya influids suetanciElmente en lo diepositivo delfallo, la emisiÓn de

una *enteneia de reemplazo -, son adecr¡ados para consgir una sentencig que, pCIr
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d**culdar el eontenido mdular que por ley debe tener, por haber ddo dictada por un

tribunal incompetente o integnado de forma dislinta a la que manda la ley, o por

evidenciar anores en fa aplicación dsl darecho o sroras da natunaleza probatoria que

inciden de manera sustancialen sU parté dispositiva, devisne enénea.

Por otra parte, ertc Magistratura, a partir del análisie de lao noffnas

demandada$, concluye gue el recureo de anulacién s€ encuentra al alcanm de todo

condensdo - ests 6s, no regliza distinción a$una an cuanto a qulén puede interponer el

recur$ü * y recpeta las gerantfas pramwles mlnimas descriias en el artfnulo I de ls

Convención Interamericana sobré Spnechos llumanos.

tiertamEnta, eN pánafo segundo del artieuls 178 dalCódigo Proesal Penal, con

rstunde¡ e*tablecs qus, sn ol eventa qué se ord*ng la celebracién de un nusvo juicio

on contra del impuüado que haya *ldo abeuolto por la sentencia recunida, y como

cgrisscusncia de ests nuslro juicio rseulte absuelto, esta eenüsncia no eerá susceptible

de recurso alguno. f;eta limitaeién al tantat vs$6s rnencisnado derecho de recurrir,

60ñ10 es evidenté, no compromete el darecho de defensa del imputado - pues no 6$

dable sostensr qus una *entsncia absalutoria le oausaria un pe$uicio indebido a los

interesea - y 6ncuentra su¡ilpnto en ls namsldad de que ef ejercicio dsl poder punitivo

del Hstado apunte ñ una solueiún dsl oonflisto surgkfo a consecuencia del hecho

punible que, no nolo o*ezes certaza juridica reepee{o s la cordicién del promsado, Éino

gue ssa adoptada en tiempo ra¿gnable, estándareg eetss gt¡*, gs verian ssriamente

comprometidos, dE pennitime elejarcicia indafinido del recursü de anulacién contra una

e€ntencia absolutoria.

Bajo estas considaracions$, este máximo Tribunalde Justicia es de la conviccién

qr¡e fos artfculos 171, 172, 1?3, 174, 1y5, 176, 177, 178 y 179 de la Ley S3 de ?8 de

agosto de 2008, no repruls€nüan una infhaccién s los artlculss 14, numeral 5 del Pacto

Intemacionaf de los Berechoe tivilss y Folfticos de 1SS8; 8, nurnersl 2, literal h, de la
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%]sonwncitln Americana eobfs Derachss Humanos, * y 32 de l8 c;onstitucién politica

inwcqdos por el damandante, ni ñ lae norrnas rs*tantss oonsagradas en dichs Texto y

sef lo declarará.

En rnérito de ls expuaeb, sl Plsrm do ls Corte Suprema de Justicia,

administrEnclo ju*ticia en nonnbre de la República y px¡r autoddad da la Ley, DESLARA

OUE NO SOI'¿ lNtONSTlTUtlOhlAtES ton artlcr¡los 'l7f ,'tTZ, "lfi, lZ4, ly5, 1ZS, lff,
178 y 17$ de la Ley 8S do [8 ds agosto de 2008, qus dapta al tódlgo Fracesat penat.
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